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Exp. 1296/2019-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1296/2019.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., primero de julio del dos mil veinte. 
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1296/2019, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el nueve de diciembre del dos mil diecinueve, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por el acto que a continuación se precisa:
“El crédito fiscal determinado en el estado de cuenta folio ********** emitido por el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), con el que se pretende cobrar la cantidad de ********** la cual me fue notificada bajo protesta de decir verdad el día 05 de diciembre de 2019.”

II.- Mediante proveído de once de diciembre de dos mil diecinueve, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.
Respecto a la solicitud de suspensión del acto reclamado en cuanto al corte del servicio de agua potable en el domicilio de la parte actora ubicado en la calle **********, se concedió la suspensión solicitada a efecto de que la autoridad demandada no suspendiera ni restringiera el servicio de agua potable y demás servicios inherentes al mismo, al no causar perjuicio evidente al interés social, ni contravenir disposiciones de orden público, aunado a que el acceso al agua es un derecho humano que implica proporcionar agua potable, y se adecue la hipótesis normativa de infracción; lo cual, además es un requisito de la tipicidad para garantizar la sobrevivencia, el desarrollo económico y social de las personas.
Tocante a la suspensión solicitada a efecto de que no se llevara a cabo la exigencia de pago; se concedió la suspensión del acto impugnado respecto a las acciones de cobro y embargo, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el mismo estado hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio; suspensión que surtiría sus efectos siempre y cuando se garantizara ante dicho Organismo el adeudo exigido por la demandada, en cualquiera de las formas previstas por las leyes fiscales aplicables.
III.- En proveído de fecha veintisiete de enero de dos mil veinte, se dio cuenta con el oficio sin número, firmado por el **********, en su carácter de Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., mediante el cual dio contestación a la demanda interpuesta en contra del citado Organismo.
Consecuentemente, con fundamento en los artículos 240, 243 y 244 del Código Procesal Administrativo, se tuvo por contestada la demanda Ad cautelam al citado organismo por conducto del Titular de su Unidad Jurídica, en virtud de lo cual, con copia simple del oficio de contestación y su anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales correspondientes.
Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A LA ACCIONANTE:
· Duplicado de fecha cinco de diciembre de dos mil diecinueve, del estado de cuenta con número de folio **********, relativo al contrato **********, correspondiente al periodo de ********** emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, detallada como documental primera en el capítulo de pruebas de la demanda;
·  Copia fotostática simple de la credencial para votar expedida por el Instituto Nacional Electoral a favor de **********;
· La presuncional legal y humana 
· La Instrumental de actuaciones;
A LA AUTORIDAD DEMANDADA 
· Copia certificada del nombramiento a favor de **********, expedido por el Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, de fecha ocho de octubre de dos mil dieciocho; ordenándose hacer la devolución del referido nombramiento, previa copia certificada y toma de razón dejada en el expediente; 
· Original del informe, con número de Memorándum **********, firmado por el Ingeniero **********, en su carácter de Director de Comercialización del Organismo INTERAPAS, así como los anexos inherentes a dicho informe, consistentes en diversas capturas de pantalla del sistema del Organismo demandado, correspondiente al historial de reportes, aclaraciones o quejas, detalladas en el punto 2 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda;
· La presuncional legal y humana;
· La instrumental de actuaciones.
Por último, se señalaron las **********, para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 

IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, Licenciado **********, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo. 
CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente asunto, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acompañando al escrito inicial de demanda el acto impugnado, consistente en el recibo con número de folio **********mismo que se encuentra dirigido a la ahora actora, con domicilio ubicado en **********que obra agregado a foja 12 del expediente en el que se actúa. 
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del ********** Titular de la Unidad Jurídica de dicho Organismo, acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor, la cual se localiza a fojas 32 de este expediente.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el duplicado del estado de cuenta con número de folio **********, del Contrato **********, con vencimiento al 23 de diciembre de 2019, por la cantidad total de ********** emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, cuyo documento fue aportado por la demandante.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer, si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor se advierte que el ********** Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal INTERAPAS, hizo valer a manera de excepción la de sin acción y sin derecho, la de inaplicabilidad de los receptos legales invocados y la de falsedad; aduciendo al efecto en un primer momento que el acto impugnado cumple con los elementos establecidos en el artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado; en segundo término, que la parte actora invoca preceptos legales que no son aplicables a los hechos narrados en su escrito de demanda, y en tercer lugar, que la parte actora altera la verdad de los acontecimientos que sustentan su demanda, con la finalidad de obtener un beneficio jurídico.

No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda, el suscrito Magistrado considera que esas excepciones deben desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que, no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 03 a la 05 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución, el acto impugnado lo es, el cobro que se pretende mediante el estado de cuenta con número de folio **********, relativo al periodo de facturación diciembre/2019, por la cantidad de **********.

En ese sentido esta Sala Unitaria no omite precisar que el recibo impugnado relativo a la contraprestación del servicio de agua, establece datos y cantidades históricos, como lo es la cantidad de cobro por **********, por concepto del periodo de facturación de “10-11/2019” (octubre – noviembre  del 2019), y 58 meses de adeudo que comprenden del mes de diciembre del dos mil catorce, al mes de septiembre del dos mil diecinueve; el cual, conforme a lo señalado por la actora en los antecedentes de su demanda, fue hecho de su conocimiento hasta el día cinco de diciembre del dos mil diecinueve, mediante la expedición del “duplicado emitido el 05/diciembre/19”, que fue solicitado por la propia actora y sin que la autoridad demandada haya exhibido algún recibo de cobro expedido con fecha anterior a la del duplicado.
Puntualizado lo anterior; se advierte que la enjuiciante en su escrito inicial de demanda hace valer diversos conceptos de impugnación, mismos que se sintetizan de la siguiente manera:

1. En el primero aduce que la autoridad demandada viola en su perjuicio los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la emisión del estado de cuenta ********** al darle a conocer un supuesto adeudo de la cuenta del contrato **********, sin probar que la actora se haya beneficiado con el aprovechamiento o con el servicio que se le atribuye, ya que no exhibe acta en que se hubiera tomado lectura de medidor; añade la actora que no hay elemento que sustente el hecho que sirve de causa o motivo al pretendido cobro y niega lisa y llanamente haber hecho uso de servicio del agua potable que se le pretende cobrar y le arroja  la carga de la prueba al organismo demandado para probar que goza del servicio de agua potable, drenaje y tratamiento, mediante pruebas que sustenten el supuesto consumo, (actas de Inspección y verificación del servicio público - bitácoras de toma de lectura). 
Añade que en el anexo uno se detalla una serie de datos y cifras que carecen de valor legal, ya que no es suficiente que la autoridad refiera una serie de conceptos para tener por justificados los consumos de servicio de agua que le fincan, porque en el documento en cuestión se dice que en determinados periodos realizo un servicio y no aporta acta circunstanciada que den valides a la mismas, y que en el supuesto de que se hubiera presentado personal del organismo demandado, a efectuar la lectura de los medidores del domicilio de su representada, se debió levantar acta circunstanciada, dar intervención a la actora y dar el derecho de nombrar testigos y que al no demostrarse el cobro que se pretende se le deja en estado de indefensión a su poderdante, al no conocer los métodos y operaciones aritméticas llevadas a cabo por la demandada para el establecimiento de dicha cantidad, además de que infringe el artículo 143 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, ya que es obligación del prestador de servicio instalar aparatos de medición, como lo establece el artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas. 
2. En el segundo concepto de impugnación, esencialmente refiere que el recibo de cobro es ilegal porque no contiene la fundamentación y el motivo de lo que se cobra, como lo exige el artículo 16 Constitucional; agrega que en la emisión del recibo de cobro, la autoridad demandada no cumplió con la obligación de fundamentación y motivación, a que se refiere el normativo constitucional antes citado, en relación con el artículo 46, fracciones IV, V y VI, puesto que no señala los servicios, ni tarifas de los supuestos cobros, ni historial de servicio alguno, como tampoco las operaciones aritméticas que realizó para determinar el crédito; agrega que, además no expresa porque motivo se cobra tal cantidad, ni justifica en forma alguna los meses que dice existen adeudos, por lo que estima la actora que la autoridad demandada ha establecido una cantidad sin motivo ni fundamento legal. 

A juicio de esta Sala Unitaria, los conceptos de impugnación 1 y 2, se estudian en forma conjunta por estar relacionados entre sí, los cuales resultan ser parcialmente fundados pero suficientes para decretar la nulidad, del acto en razón de las siguientes consideraciones:

De la lectura del Estado de Cuenta y/o recibo de pago descritos en el considerando tercero de la presente resolución, se infieren que el recibo con número de folio **********, le corresponde el periodo de facturación octubre-noviembre del dos mil diecinueve, además 58 meses de adeudo y en el cual se advierte que contiene dentro de sus conceptos que integran el total a pagar; los relacionados con un adeudo anterior; el servicio de agua potable, drenaje y tratamiento determinados por el Organismo Intermunicipal; más un Impuesto al Valor Agregado.

En ese tenor en primer término se debe de precisar que conforme a lo manifestado en el artículo 136 de la ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, el cual estable que los propietarios o poseedores de cualquier predio se encuentran obligados a contratar los servicios de agua potable, dicha disposición reza de la siguiente manera:

ARTICULO 136. Están obligados a contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores: 

I. Los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados; 

II. Los propietarios o poseedores por cualquier título, de predios no edificados, cuando frente a los mismos existan instalaciones adecuadas para los servicios que sean utilizados, y 

III. Los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad, que por su naturaleza estén obligados al uso de los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento.

Ahora bien, con el fin de resolver los argumentos vertidos por la parte actora, en cuanto a la negación del consumo de agua potable y su falta de fundamentación y motivación al ser omisa en determinar las fechas de consumo relativas a los meses de adeudo y relacionados al régimen tarifario que establece, así como la tarifa actual por concepto de agua potable la cuota de zona, su forma de calcularlos con relación a la tarifas autorizadas y cuotas aplicables y explicar cómo se originó la determinación;  en primer término se debe de establecer las modalidades de cobro que aplica la autoridad demandada, como lo son servicio medido y promedio de toma, teniendo cada una de estas modalidades su propio sistema de determinación, como a continuación se enuncia.

· El Organismo demandado efectúa el cobro del servició de agua potable, drenaje y tratamiento, conforme a las disposiciones legales contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; ya que la misma regula el procedimiento que se debe de realizar para el cobro del servicio prestado, motivo por el cual dichos actos adquieren el carácter de actos de autoridad sujetos al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública.
· Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 136 de dicha ley; es obligación de los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados, no edificados -cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores; siendo obligación de los Organismos prestadores la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo.(Art. 143 de la Ley en cita). 

Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de la conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el Artículo 146 de la multicitada ley; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido de conformidad con lo previsto en el Artículo 143 de dicho ordenamiento legal; y en el supuesto de que no se hayan instalado medidores, los pagos se harán con base en cuotas fijas previamente determinadas en el artículo 4º de la Ley de Cuotas y Tarifas del INTERAPAS, o en su defecto; tratándose de predios o casas deshabitadas y suspendidas con contrato, mediante el pago de una tarifa bimestral de conformidad con lo previsto en el Artículo 6 de la mencionada ley, distinguiéndose en su caso, el tratamiento aplicable para aquellos supuestos en los que exista impedimento para tomar lectura en donde se cobrará el promedio mensual o bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres según sea el caso, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas citada.
En conclusión; desde el momento en que la parte actora es poseedora de un inmueble que cuenta con un contrato con el INTERAPAS, se encuentra obligado a realizar un pago por los servicios prestados, ello de acuerdo con el marco legal establecido en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual; por lo que el hecho generador -causación del gravamen- de las contribuciones por los servicios públicos de agua potable y servicios conexos -alcantarillado y saneamiento- que da lugar a una obligación de pago por dichos servicios se deriva:
1. Del mandato legal establecido en el Artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, en el que se establece para los propietarios y poseedores por cualquier título de predios edificados o no; la obligación de contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, cuando existan en sus lugares dichos servicios, cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores.
2. De la modalidad o tipo de servicio, el cual por regla general implica su prestación bajo la modalidad de servicio medido, el cual exige contar con aparatos medidores en los domicilios de los usuarios (Artículo 143 en relación con el 221 de la Ley de Aguas); en donde las cuotas por los servicios públicos estarán en función del uso del servicio aplicadas por rango de consumo de manera escalar; de acuerdo con lo previsto en la fracción II del Artículo 170 de dicha ley o bien; mediante cuotas fijas, las cuales se aplican de manera extraordinaria y sólo en aquellos casos en los que los usuarios no tengan instalado un medidor, de conformidad con lo establecido en la fracción III del Artículo 170 del ordenamiento legal en mención.
Lo anterior, con independencia de aquellos otros supuestos legales que prevén tratamientos distintos o especiales como lo serían, entre otros:
I. El esquema de pago conforme a promedios de consumo por identificarse impedimentos para la toma de lectura en los domicilios; de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

II. La cuota fija para los casos de solicitudes de suspensión del servicio contratado, conforme a lo dispuesto en el Artículo 148 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

III. La cuota fija para domicilios desocupados establecida en el citado artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

IV. La Cuota fija para el suministro de agua potable de uso mínimo prevista en el Artículo 4 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

V. La aplicación de subsidios para pensionados, jubilados y afiliados al INAPAM, conforme a lo previsto en el artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas. 

En complemento a lo anterior, la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí refiere en su Artículo 183, que todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, dentro del plazo que en cada caso señale el recibo correspondiente, de ahí que, es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predio edificado o no edificado el contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, resultando pertinente la transcripción de dicha disposición legal:
ARTICULO 183. Toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, con excepción de aquellas quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente.

Ahora bien, el recibo de pago con número de folio **********, obra a fojas 12 del expediente, cuya imagen se digitaliza a continuación.

(imagen digitalizada)
Del recibo impugnado se advierte que en el se señala como tipo de cobro el de cuota fija, previamente determinada en el artículo 4º de la Ley de Cuotas y Tarifas del INTERAPAS modalidad que la Ley de Cuotas y tarifas para la prestación de Servicios Públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., vigente en la entidad; cuotas fijas, las cuales se aplican de manera extraordinaria y sólo en aquellos casos en los que los usuarios no tengan instalado un medidor, en términos de la citada Ley de Aguas; también se advierte que dicho recibo contiene dentro de sus conceptos que integran el total a pagar; entre otros, los relacionados con un adeudo anterior y el de servicio de agua potable, respecto de lo cual, se debe de señalar que la parte actora niega lisa y llanamente haber efectuado consumo de agua que deba pagar, y transfiere la carga de probar a la autoridad demandada.
En ese sentido se advierte claramente, que el Organismo demandado debe de realizar el cobro del servicio de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento, bajo la modalidad de CUOTA FIJA, prevista en el artículo 170 fracción III, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, conforme a la cual, en los casos en que los usuarios no tengan medidor instalado se cobrara mediante cuota fija.

Por tanto, bajo dicha circunstancia, no le asiste la razón a la parte actora cuando niega el consumo de agua que se le atribuye bajo el argumento en el sentido de que la demandada para probar el aprovechamiento o el servicio que se le atribuye, debió exhibir el acta en que conste la toma de lectura de medidor en su domicilio u actas de Inspección y verificación del servicio público - bitácoras de toma de lectura y que al no hacerlo no hay elemento que sustente el hecho que sirve de causa o motivo al pretendido cobro de ahí que resulta lo parcialmente fundado del argumento de la parte actora, ya que por la naturaleza del esquema de pago conforme a cuota fija por no contar con medidor en el domicilio, jurídicamente no es posible requerir por la exhibición de las hojas en que conste la toma de lecturas de consumo a que se refiere la parte actora, para probar la existencia de los consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado, dado que en este caso, el impedimento legal para hacerlo, deriva de que en ninguna parte del acto impugnado se advierte que se esté aplicando la modalidad de servicio medido. 

Es decir, en términos del artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, únicamente en aquellos lugares en donde se encuentren instalados medidores, caso en el cual para el cobro del servicio se aplicara el de servicio medido o promedio de toma, supuesto que en el caso en particular no se actualiza, dado que el esquema de pago que se aplica en el caso que nos ocupa es conforme a cuota fija por no contar con medidor en el domicilio, de ahí que no le asiste la razón a la parte actora cuando sostiene que la demandada para probar el aprovechamiento o el servicio que se le atribuye, debió exhibir el acta en que conste la toma de lectura de medidor en su domicilio.

Por otra parte, en el caso la autoridad demandada al producir su contestación sostiene la legalidad del cobro, citando los fundamentos legales que le otorgan competencia para prestar el servicio de agua potable, drenaje y tratamiento de aguas, así como aquellos que lo facultan para cobrar dichos servicios y la forma en que se determina una cantidad a pagar por los diversos conceptos que integran el servicio de agua; conforme a lo dispuesto en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Ley de Cuotas y Tarifas; resaltando para este caso particular que el cobro se determina de acuerdo a un servicio tipo comercial en la modalidad de cuota fija, denominada ********** Comercio Pequeño, facturándose por bimestre lo correspondiente a 5 viviendas y/o departamentos de acuerdo al contrato **********que no cuenta con medidor,**********refiriendo como base para calcular el monto de la cantidad que pretende cobrarle a la actora por consumo de agua potable lo siguiente:

a) Que el consumo se determina de acuerdo a una tarifa  tipo comercial, con una cuota fija, denominada Z 04 comercio pequeño, facturándose por bimestre lo correspondiente a 5 viviendas y/o departamentos la cantidad de **********, de acuerdo al contrato **********
b) Que en el periodo comprendido del bimestre 12-01/2015 (diciembre 2014-enero 2015) al bimestre 06-07/2015 (junio-julio 2015) se factura lo correspondiente a tarifa fija;
c) En los bimestres comprendidos del 08-09/2015 (agosto-septiembre 2015) a 08-09/2016 (agosto-septiembre 2016) se factura lo correspondiente a disponibilidad del servicio, en virtud de tener suspendido el servicio. 
d) Que del periodo comprendido del bimestre 10-11/2016 (octubre-noviembre 2016) al bimestre 10-11/2019 (octubre-noviembre 2016) se factura se factura bimestralmente lo correspondiente a tarifa Z 04. 

Lo anterior según se desprende de la contestación de demanda que hace la autoridad que en  la parte que interesa textualmente señala lo siguiente.

[image: image1.png]Dentro de los bimestres del 12-01/2015 (Mes de Diciembre del afio 2014 y Enero de 2015) al
bimestre 06-07/2015 (Mes de juio y julio de 2015), se factura bimestralmente lo
correspondiente a Ia tarifa fija Z04 Comercio pequefo por Ia cantidad de $4,658.00 (Cuatro
mil seiscientos cincuenta y ocho pesos 00/100 MN), correspondiente a 05 viviendas y/o
departamentos. Lo anterior de conformidad con los artiulos 164, 170 fraccion 11, 152
pirrafo segundo, 183, 184, 185 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosi, asi como.
los articulos 4, 7. 8, 9 v 22 de Ja Lex de Cuntas v Tarifas para la prestacion de Servicios
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[image: image2.png]Posteriormente en los Bimestres 08-09/2015 (Mes de agosto y septiembre de 2015) al
Bimestre 08-09/2016 (Mes de agosto y septiembre de 2016), se factura lo correspondiente a
la Disponibilidad del Servicio, en virtud de contar con dl servicio de agua suspendido. Lo
anterior acorde 4 1o preceptuado en el articulo 6 de Ia Ley de Cuotas y Tarifas para la
prestacion de Servicios Piblicos del Organismo Operador INTERAPAS el cual enuncia





[image: image3.png]“(..) ARTICULO 6. Los predios, lotes o casas deshabitadas y suspendidas con nimero de
ienta pagaran una tarifa bimestralde:

CUASIFICACION  TARIEA
DISPONIBILIDAD 56297 (.

Por disponibilidad del servicio de agua potable, mis el quince por ciento correspondiente al
mantenimiento al drenaje y veinte por ciento de tratamiento a efecto de seguir manteniendo
sus derechos de conexion a las redes correspondientes.




[image: image4.png]Finalmente en los Bimestres del 10-11/2016 (Mes de octubre y noviembre de 2016) al
Bimestre 10-11/2019 (Mes de octubre y noviembre de 2019), se factura bimestralmente lo
correspondiente a la tarifa Z 04 Comercio pequeio por Ia cantidad de $4,656.00 (Cuatro mil
seiscientos cincuenta y ocho pesos 00/100 M.N.), correspondiente a 05 viviendas y/o
departamentos. Lo que antecede tiene su fundamento legal en los articulos 164, 170 fraccion
11, 182 pirrafo segundo, 183, 184, 185 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosi,
asi como en los articulos 4, 7, 8, 9 y 22 de la Ley de Cuotas y Tarifas para Ia Prestacion de
Prihlicas del Or  Orarador INTERADA!





En ese tenor resulta pertinente tener en cuenta que el periodo de facturación del recibo que se impugna corresponde a los meses 10-11/2019  (meses octubre – noviembre del 2019), por lo que los 58 meses de adeudo corresponden al periodo que comprende del mes de diciembre del año 2014 al mes de septiembre del año 2019.
En tal sentido, como pruebas para justificar la procedencia del cobro impugnado, la autoridad ofreció como prueba entre otras la siguiente:

“DOCUMENTAL SEGUNDA.- Original del informe correspondiente a las caratulas de pantalla….correspondiente al Historial de reportes, aclaraciones o quejas , historial de las observaciones, así como Historial de reportes de mantenimiento, solicitudes de visita, copia simple de la nota informativa; realizadas por la Dirección de Comercialización del “INTERAPAS”, contenidas en el Memorándum **********, de fecha dieciocho de diciembre de 2019 ….. en el domicilio ubicado en la calle de Hidalgo número 110, de la Colonia Centro, de esta Ciudad…;
Dichas pruebas documentales se encuentran agregadas a fojas de la 37 a la 50 del expediente en el que se actúa, las que valoradas de conformidad con lo establecido por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado, tienen el alcance de demostrar que el esquema de pago que se aplica en el caso que nos ocupa es conforme a cuota fija por no contar con medidor en el domicilio.
En ese sentido, lo señalado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, adminiculado con las documentales exhibidas por la misma autoridad permite a esta Sala Unitaria concluir lo siguiente:

· Tocante a los bimestres comprendidos del 08-09/2015 (agosto-septiembre 2015) a 08-09/2016 (agosto-septiembre 2016), que comprende del mes de agosto del 2015) a septiembre del 2016), se encuentran registrados bajo un status de cuenta suspendida, bajo el cobro correspondiente a Disponibilidad del servicio de Agua potable, conforme al artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación del Servicio de Agua Potable.
· En cuanto a los periodos del bimestre 12-01/2015 al bimestre 06-07/2015 que comprende del mes de diciembre de 2014 a julio de 2015; y del bimestre 10-11/2016  al bimestre 10-11/2019 que corresponde al periodo de octubre de 2016 a noviembre del 2019, se aplica tarifa fija.
Por tanto, a juicio de esta Sala, de ahí deriva lo parcialmente fundado de los argumentos expuestos por la actora, en razón de que los datos en que se apoya la autoridad demandada para motivar la determinación del monto de las contraprestación que en esta vía se controvierten, en sí mismos no son suficientes para configurar la determinación de la contraprestación que se exige cubrir por los servicios prestados, al no estar vinculados ni asociados a tarifa o tasa alguna ni procedimiento de cálculo ni de aquellos otros datos indispensables y que se encuentran relacionados con la forma en que dicho Organismo determinó el consumo y monto total a pagar.
En esa tesitura, ante la insuficiente fundamentación y motivación del acto impugnado, esta Sala Unitaria concluye, que el estado de cuenta con número de folio **********, se ubican en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí; lo que conlleva a determinar su nulidad parcial, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal; para el efecto de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, expida un nuevo acto debidamente fundado y motivado en donde:

I. Precise que periodos son los que esta aplicando la modalidad de cuota fija y la cantidad que corresponde a dicha modalidad;

II. Le cobre al enjuiciante la cantidad que corresponde a la modalidad de “Disponibilidad del servicio de Agua potable” y precise los bimestres que corresponden, así como la cantidad que aplica a dicha modalidad.
Conforme a lo anterior, es importante referirnos a los motivos y razones por las cuales opera la nulidad parcial del acto impugnado; al efecto, se debe establecer que el asunto que nos ocupa, fundamentalmente deriva de la impugnación manifestada por la demandante, en el sentido de que el acto administrativo recurrido se emitió sin sustento legal suficiente, ya que no fue debidamente fundado y motivado, bajo ese entendido, se advierte que la impugnación obedece a un vicio o incumplimiento de requisitos formales, que bien pueden corregirse sin que se afecten los intereses del particular; razón por la cual, se decretó la nulidad parcial del acto impugnado, para los efectos especificados en el párrafo que antecede, ello con fundamento en lo dispuesto en el arábigo 251 de la Ley de la materia.

Sirve de apoyo, la Tesis Aislada emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Época: Novena Época, Registro: 194116, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Abril de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: III.2o.A.54 A, Página: 571, que establece:
“MOTIVACIÓN INSUFICIENTE EN MATERIA FISCAL. DETERMINA NULIDAD PARA EFECTOS Y NO LISA Y LLANA. Si la nulidad se declaró por un vicio formal, como lo es la motivación insuficiente, es inconcuso que en términos de lo dispuesto por el artículo 239, fracción III, último párrafo del Código Fiscal de la Federación, en relación con el numeral 238, fracción II del citado ordenamiento legal, la nulidad debe decretarse para efectos y no de manera lisa y llana. Lo anterior es así, porque cuando la violación aducida implica el estudio de fondo, la nulidad debe ser lisa y llana, en cambio, cuando se trata de vicios formales, la nulidad debe ser para efectos; y, en la especie, si la Sala Fiscal aduce que el crédito impugnado carecía del requisito de motivación, por insuficiente, es evidente que se trata de un vicio de carácter formal, porque sí se está en el caso de declarar la nulidad de la resolución impugnada, porque se consideró que la autoridad demandada en la resolución impugnada no estableció las causas particulares, razones inmediatas y circunstancias especiales que llevaron a la mencionada Sala a determinar que el interés fiscal no alcanzó a ser garantizado con los bienes de la empresa, y por ello que resultaba insuficiente la motivación de la demandada, es por lo que, repítese, la nulidad no debe ser lisa y llana por no estarse en la hipótesis del numeral 238, fracción IV del código tributario federal, sino que se está en el supuesto de la fracción II del mismo artículo, porque se trata de la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afectan las defensas del particular y trascienden al sentido de la resolución impugnada..- Revisión fiscal 133/99. Columba Enriqueta Alcaraz Beatriz. 25 de marzo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Gómez Verónica. Secretario: Gustavo de León Márquez..- Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, febrero de 1999, página 455, tesis VIII.2o. J/24, de rubro: ‘SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS.”
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracciones II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, recibo folio **********, derivado del contrato número ********** decretándose la NULIDAD PARCIAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente, y por oficio a la autoridad demandada.

Así, lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa  con Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano. Rubricas
 “Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
